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     CONTRADICCIÓN DE TESIS 96/2008-SS.

SUSTENTADA POR LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DECIMOSÉPTIMO, DECIMOTERCERO Y DECIMOSEXTO, TODOS EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

PONENTE: MINISTRO MARIANO AZUELA GÜITRÓN.

SECRETARIO: JOSÉ EDUARDO ALVARADO RAMÍREZ.

SECRETARIA ADMINISTRATIVA: sonia juárez garcía.

VISTO BUENO

EL MINISTRO

México, Distrito Federal. Acuerdo de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente al día tres de septiembre del año dos mil ocho.
V I S T O S; y

R E S U L T A N D O:



COTEJÓ:
PRIMERO. Mediante oficio recibido el dos de junio de dos mil ocho en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el Director General Interino de Asuntos Jurídicos de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, hizo del conocimiento del Presidente de la Segunda Sala, la posible contradicción de tesis entre lo sustentado por el Decimoséptimo Tribunal Colegiado, al resolver la queja 147/2007, el Décimo Tercer Tribunal Colegiado, al resolver los amparos en revisión 15/2008 y 21/2008 y el Decimosexto Tribunal Colegiado, al resolver el amparo en revisión 2/2008, todos pertenecientes a la materia administrativa del primer circuito.
SEGUNDO. En proveído de once de junio de dos mil ocho, el Presidente de esta Sala, registró la contradicción de tesis asignándole el número correspondiente y solicitó las copias certificadas de las sentencias citadas a los tribunales, así como los disquetes de sus respectivos índices.

TERCERO. Por acuerdo de veintitrés de junio de dos mil ocho se recibieron las copias y los disquetes solicitados, se determinó que es competente esta Sala para resolver la posible contradicción de tesis, se dio vista al Procurador General de la República por el término de treinta días, para que por sí o por conducto del Agente del Ministerio Público Federal que designe manifieste  lo que a su derecho corresponda y se turnó el asunto al Ministro Mariano Azuela Güitrón. 

C O N S I D E R A N D O:

PRIMERO. Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para conocer de la presente denuncia de contradicción de tesis, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 107, fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 197-A de la Ley de Amparo y 21, fracción VIII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación con los puntos Segundo y Cuarto del Acuerdo General 5/2001 del Pleno de este Alto Tribunal, aprobado el veintiuno de junio del año dos mil uno y publicado en el Diario Oficial de la Federación el veintinueve siguiente, en virtud de que el tema sobre el que versa dicha denuncia corresponde a la materia administrativa de la especialidad de esta Sala.
SEGUNDO. La denuncia de contradicción de tesis proviene de parte legítima, toda vez que la formuló el Director General Interino de Asuntos Jurídicos de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, quien está facultado para hacerlo en términos de lo dispuesto en los artículos 107, fracción XIII, párrafo primero, constitucional y 197-A de la Ley de Amparo, por haber sido parte en tres de los asuntos en los que se establecieron criterios contradictorios.

TERCERO. Las consideraciones que sustentan la resolución emitida por el Decimoséptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver la queja 147/2007, el treinta y uno de enero de dos mil ocho, en la parte que interesa para resolver la contradicción de tesis denunciada, son las siguientes:
“[…] OCTAVO.- Es fundado el segundo agravio en el que se aduce que la Juez de Distrito en términos del artículo 145 de la Ley de Amparo, debió desechar la demanda de garantías por resultar notoria e indudablemente improcedente, según lo dispuesto en la fracción VIII del artículo 73 de la ley en cita. Lo anterior, en virtud de que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en su artículo 41, fracción V, dispone que la Cámara de Diputados puede mediante el voto de las dos terceras partes de los miembros presentes, elegir a los integrantes del Consejo General del Instituto Federal Electoral, por lo tanto, puede advertirse que fue decisión del Constituyente Permanente la determinación de que la Cámara de Diputados tuviera dicha facultad soberana.

Es fundado el agravio, por las razones siguientes:

En principio, debe destacarse que el artículo 145 de la Ley de Amparo, otorga al Juez de Distrito la facultad de desechar aquella demanda de garantías, de cuyo examen se advierta un motivo manifiesto e indudable de improcedencia.

Tal precepto establece: ‘Artículo 145. El Juez de Distrito examinará ante todo, el escrito de demanda; y si encontrare motivo manifiesto e indudable de improcedencia, la desechará de plano, sin suspender el acto reclamado’.

De la anterior disposición legal, se desprende que la Juez de Distrito debe desechar aquella demanda de garantías en que, de su análisis, encuentre un motivo manifiesto e indudable de improcedencia; debiéndose precisar que por ‘manifiesto’ se entiende lo que se advierte en forma patente, notoria y absolutamente clara, y por ‘indudable’, que se tiene la certeza y plena convicción de algún hecho, esto es, que no puede ponerse en duda por lo claro, seguro y evidente que es. 

En tal virtud, la Juez de Distrito debe realizar un cuidadoso y exhaustivo análisis del escrito de demanda y de los anexos que se acompañan, a fin de determinar, si en el caso concreto se advierte una causa indudable y manifiesta de improcedencia, que considere probada sin lugar a dudas; ya sea porque los hechos en que se apoya hayan sido manifestados claramente por el promovente o en virtud de que estén acreditados con elementos de juicio indubitables, de modo tal que los informes justificados que rindan las autoridades responsables, los alegatos y las pruebas que éstas y las demás partes hagan valer en el procedimiento, no sean necesarios para configurar dicha improcedencia ni tampoco puedan desvirtuar su contenido.

Por tanto, para que un motivo de improcedencia sea manifiesto e indudable, es necesario que de manera clara y patente así se advierta del escrito de demanda, de tal manera que se tenga la certeza y plena seguridad de su existencia. 

Ahora bien, como ya ha quedado expuesto en el resultando primero, quien solicita el amparo de la Justicia Federal, reclama la ‘Convocatoria de la Cámara de Diputados, para la Integración del Consejo General del Instituto Federal Electoral’.
El contenido de la convocatoria de mérito, según se desprende de la dirección electrónica http://gaceta.diputados.gob.mx/, es el siguiente: (No se transcribe por ser innecesario).
Ahora bien, constituye un hecho notorio que el día trece de noviembre de dos mil siete, se publicó en el Diario Oficial de la Federación el Decreto que reforma los artículos 6o., 41, 85, 99, 108, 116 y 122; adiciona el artículo 134 y deroga un párrafo al artículo 97 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual, conforme a su artículo primero transitorio, entró en vigor al día siguiente al de su publicación.

Del contenido del mencionado decreto conviene destacar, el contenido de los artículos 41, fracción V, y Cuarto Transitorio, los cuales disponen:

(No se transcriben por ser innecesario).

Ahora bien, el artículo 73, fracción VIII, de la Ley de Amparo dispone que:
‘Artículo 73. El juicio de amparo es improcedente:

(...)

VIII. Contra las resoluciones o declaraciones del Congreso Federal o de las Cámaras que lo constituyen, de las Legislaturas de los Estados o de sus respectivas Comisiones o Diputaciones Permanentes, en elección, suspensión o remoción de funcionarios, en los casos en que las Constituciones correspondientes les confieran la facultad de resolver soberana o discrecionalmente’.

Del precepto transcrito se aprecia que el juicio de garantías resulta improcedente tratándose de resoluciones o declaraciones del Congreso Federal o de las Cámaras que lo constituyen, de las Legislaturas de los Estados o de sus respectivas Comisiones o Diputaciones Permanentes, en elección, suspensión o remoción de funcionarios, en los casos en que las Constituciones correspondientes les confieran la facultad de resolver soberana o discrecionalmente.

En ese sentido, para que se configure la causal de improcedencia en estudio, es requisito que la resolución o declaración de la legislatura relativa sea en uso de una facultad de resolución soberana o discrecional.

Con base en lo anteriormente expuesto, se considera que es notoria, manifiesta e indudable la causa de improcedencia, porque la ‘Convocatoria de la Cámara de Diputados, para la Integración del Consejo General del Instituto Federal Electoral’ que constituye el acto reclamado, se emitió en cumplimiento a los artículos tercero y cuarto transitorios del decreto por el que se reforman los artículos 6o. 41, 85, 99, 108, 116 y 122, se adiciona el artículo 134 y se deroga un párrafo al artículo 97 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos publicado en el Diario Oficial de la Federación el trece de noviembre de dos mil siete; pues así se desprende del encabezado de la misma.

Así es, dicho acto debe considerarse que reviste las características de soberano a que se refiere la fracción VIII del artículo 73 de la Ley de Amparo.

Por resolución soberana debe entenderse aquella que se emita con absoluta y plena independencia, sin límite, subordinación o sujeción alguna, sino en el ejercicio de un poder que le es otorgado en forma suprema, absoluta y única. Por resolución discrecional se entiende aquella que no está reglada, es decir, que se ejerce con libertad de apreciación, implicando su ejercicio la libertad de optar o elegir entre dos o más decisiones, otorgando la ley un amplio campo de apreciación en la toma de dicha decisión, aunque, desde luego, ello no signifique que pueda ser arbitraria. 

En el caso, del análisis del acto reclamado consistente en la ‘Convocatoria de la Cámara de Diputados, para la Integración del Consejo General del Instituto Federal Electoral’ se advierte que reúne las siguientes características:

a) Es un acto que proviene de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, pues fue a través de la Junta de Coordinación Política de dicho órgano que se presentó la convocatoria que se reclama.
b) Se establece el procedimiento que habrá de seguirse para la selección de candidatos a ocupar los cargos de Consejero Presidente y Consejeros Electorales que habrán de integrar el Consejo General del Instituto Federal Electoral.
c) Su emisión obedece a lo dispuesto en el artículo Cuarto Transitorio del decreto que reformó los artículos 6o., 41, 85, 99, 108, 116 y 122; adiciona el artículo 134 y deroga un párrafo al artículo 97 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicado en el Diario Oficial de la Federación el día trece de noviembre de dos mil siete.

En ese contexto, el acto reclamado debe considerarse como integrante del proceso que deberá llevar a cabo la Cámara de Diputados para la elección de los consejeros que habrán de integrar el Consejo General del Instituto Federal Electoral, es decir, constituye un acto para la elección de funcionarios, conforme a las facultades que la propia Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos estableció. 

Y, se considera que reviste las características de soberano porque constituye una facultad que el Artículo Cuarto Transitorio del decreto que reformó los artículos 6o., 41, 85, 99, 108, 116 y 122; adiciona el artículo 134 y deroga un párrafo al artículo 97 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicado en el Diario Oficial de la Federación el día trece de noviembre de dos mil siete, confirió a la Cámara de Diputados, a efecto de nombrar a quienes deberán fungir como Consejero Presidente y Consejeros Electorales del Consejo General del Instituto Federal Electoral, habida cuenta que constituye una facultad de ejercicio obligatorio en tanto deriva de un mandato expreso del órgano reformador de la Constitución Federal y se establece un plazo de treinta días naturales contados a partir de la entrada en vigor de dicho decreto, para que la Cámara de Diputados proceda.

En consecuencia de lo anterior, el recurso de queja interpuesto es procedente y fundado, por lo que respecta al acuerdo de cinco de diciembre de dos mil siete, en que se admitió a trámite la demanda de garantías.

NOVENO.- Por lo que corresponde al recurso de queja interpuesto en contra del acuerdo de diez de diciembre de dos mil siete, en que se admitió a trámite la ampliación a la demanda de garantías, debe decirse que también son fundados los argumentos que endereza la autoridad, por las razones siguientes:

Del análisis al escrito presentado ante la Oficialía de Partes del Juzgado Decimotercero de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Federal el día diez de diciembre de dos mil siete, por medio del cual se amplió la demanda de garantías, se advierte que el acto reclamado y las autoridades responsables coinciden con las que fueron señaladas en el escrito inicial, pues el quejoso señaló: ‘…confirmo que señalo como autoridades responsables a la Presidenta de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados y a la propia Cámara de Diputados como órgano colegiado, que no existe tercero perjudicado y que el acto reclamado lo hago consistir en la Inconstitucionalidad de la Convocatoria para la integración del Consejo General del Instituto Federal Electoral, ...’. 

En ese tenor, como se ha resuelto en el considerando anterior, el juicio de amparo es notoriamente improcedente respecto del acto consistente en la ‘Convocatoria de la Cámara de Diputados, para la Integración del Consejo General del Instituto Federal Electoral’.

Ahora bien, dentro del escrito de ampliación de demanda de garantías se advierte que el quejoso adujo:

‘El acto reclamado emana de la Reforma Electoral publicada en el Diario Oficial de la Federación el 14 de noviembre del 2007 (sic), es un fruto de dicha reforma que tiene como objetivo renovar a tres consejeros del Instituto Federal Electoral incluyendo a su presidente, sin embargo dicha convocatoria es fruto de un acto viciado de inconstitucionalidad y por lo tanto debe quedar sin efecto porque la Reforma Electoral aludida contraviene el artículo 14 Constitucional porque no se observaron las formalidades esenciales del procedimiento en su origen como a continuación se acreditará.

El precepto constitucional que se estima violado por las responsables establece:

‘Art 14.-… Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las Leyes expedidas con anterioridad al hecho…’

de (sic) la lectura de la anterior transcripción se advierte, que entre las diversas garantías que contiene el artículo 14 de la Constitución Federal, destaca por su primordial importancia, la de audiencia previa, que constituye una garantía de seguridad jurídica para los gobernados, que impone la inedulible (sic) obligación a cargo de las autoridades, para que de manera previa al dictado de cualquier acto de autoridad cumplan con una serie de requisitos necesarios conocidos como formalidades esenciales del procedimiento.

Ahora bien, las aludidas formalidades esenciales del procedimiento son las siguientes:

1.
La notificación del inicio del procedimiento y sus consecuencias.
2.
La oportunidad de ofrecer y desahogar las pruebas en que se finque la defensa.
3.
La oportunidad de alegar.
4.
El dictado de una resolución que dirima las cuestiones debatidas.

A estas formalidades esenciales del procedimiento, se unen los requisitos que para todo acto de autoridad contiene el artículo 16 constitucional, a los que ya he aludido.

Con las garantías de audiencia y legalidad contenidas en los preceptos constitucionales 14 y 16 se garantiza la defensa de los particulares antes de la emisión de cualquier acto de autoridad, y al no haber sido observado por las responsables, el acto reclamado debe considerarse arbitrario y anárquico.

Así, con arreglo con tales imperativos, todo juicio o procedimiento ha de estar supeditado a que en su desarrollo se observen, ineludiblemente, distintas etapas, mismas que deberán desarrollarse con estricto apego a la ley aplicable, lo que rige también para la primera actuación que se realice en un juicio o procedimiento, como lo es el emplazamiento a éste, ya que sólo en caso de que tal acto sea debidamente realizado, no sólo se garantiza el derecho de ser llamado, oído y vencido en un juicio o procedimiento, sino que se crea certeza a que el particular tuvo oportunidad de hacer uso de su derecho de defensa.

Sin embargo, con la emisión de la Convocatoria en que se hace consistir el acto reclamado no se siguieron las reglas que para cada caso establecen las leyes correspondientes, lo que genera inseguridad para los gobernados, dado que al no respetarse esas reglas que rigen el procedimiento es dable considerar jurídicamente que existen violaciones a las leyes del procedimiento y por ende, que no se cumpla con las garantías contenidas en los artículos 14 y 16 constitucionales.

Ahora bien, ¿por qué afirmo que en la emisión del acto reclamado existen vicios de carácter formal que hacen que exista una violación a las leyes del procedimiento y por tanto a mis garantías constitucionales contenidas en los artículos 14 y 16 constitucionales? Por las siguientes razones:

El acto reclamado, insisto, emana de los artículos a que alude la convocatoria en su primer párrafo, los cuales se refieren a la Reforma Electoral, sin embargo, dicha reforma tiene vicios de carácter formal originarios, porque cualquier reforma a la Ley Fundamental debe partir de una nueva iniciativa, según lo establece el artículo 71 de la Carta Magna y la convocatoria, el acto reclamado, emana de un Proyecto de Dictamen que se presentó en el entorno de la Ley para la Reforma del Estado, la cual tiene facultades únicamente para que sus integrantes acuerden iniciativas que puedan ser presentadas por un legislador en sus respectivas Cámaras, de Diputados o Senadores, pero no para redactar dictámenes y mucho menos tiene facultades para imponer el Poder Legislativo Proyectos para Dictaminar, sino que el procedimiento legislativo contemplado en los ordenamientos legales correspondientes debe observarse para la modificación de la Constitución y en el caso concreto del acto que se reclama este emana de un Proyecto de Dictamen que se formuló en el seno de la Comisión Ejecutiva para la Negociación y Construcción de Acuerdos para la Reforma del Estado, en cuya sesión no se respetó el derecho de audiencia y en el que se impuso a sus integrantes un Proyecto de Dictamen para reformar la Constitución en materia electoral que después se remitió a las respectivas Cámaras que integran el Congreso de la Unión y en las que estas no observaron el procedimiento establecido para modificar la Constitución Federal de la República. (sic) por lo tanto, en mi opinión, no se cumplieron las formalidades esenciales del procedimiento para reformar la Constitución pues no existió una iniciativa de Ley que fuera propuesta por algún legislador para reformar los artículos en que se sustenta el acto reclamado y por lo tanto es fruto de un acto viciado de inconstitucionalidad y en consecuencia no puede tener valor legal alguno’.

Como puede advertirse, el quejoso pretende reclamar la reforma constitucional publicada en el Diario Oficial de la Federación el día trece de noviembre de dos mil siete, concretamente aquella parte en que se establecen los lineamientos para la elección del consejero Presidente y los consejeros electorales que integrarán el Consejo General del Instituto Federal Electoral.

Al respecto debe señalarse que la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha sustentado el criterio de que el procedimiento de reformas y adiciones a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos no es susceptible de control jurisdiccional.

Sobre el particular cobra aplicación la tesis de jurisprudencia P./J. 39/2002, del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XVI, septiembre de 2002, página 1136, del rubro y texto siguientes:

‘PROCEDIMIENTO DE REFORMAS Y ADICIONES A LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. NO ES SUSCEPTIBLE DE CONTROL JURISDICCIONAL. De acuerdo con el artículo 135 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el procedimiento de reformas y adiciones a la Constitución no es susceptible de control jurisdiccional, ya que lo encuentra en sí mismo; esto es, la función que realizan el Congreso de la Unión, al acordar las modificaciones, las Legislaturas Estatales al aprobarlas, y aquél o la Comisión Permanente al realizar el cómputo de votos de las Legislaturas Locales y, en su caso, la declaración de haber sido aprobadas las reformas constitucionales, no lo hacen en su carácter aislado de órganos ordinarios constituidos, sino en el extraordinario de Órgano Reformador de la Constitución, realizando una función de carácter exclusivamente constitucional, no equiparable a la de ninguno de los órdenes jurídicos parciales, constituyendo de esta manera una función soberana, no sujeta a ningún tipo de control externo, porque en la conformación compleja del órgano y en la atribución constitucional de su función, se encuentra su propia garantía’.
En ese tenor, si el quejoso pretende cuestionar la reforma constitucional que dio lugar al Decreto que reforma los artículos 6º, 41, 85, 99, 108, 116 y 122, adiciona el artículo 134 y deroga un párrafo al artículo 97 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicado el trece de noviembre de dos mil siete, por considerar que reviste vicios de carácter formal, es inconcuso que, tales violaciones no son susceptibles de análisis a través del juicio de amparo, conforme a la jurisprudencia antes transcrita y por ende, el amparo es improcedente.

Por ello, como lo aduce la autoridad recurrente en su quinto agravio, la Juez de Distrito debió haber desechado la ampliación a la demanda de garantías.

Finalmente, tampoco obsta que se impugnen reformas a la ley electoral, porque ésta sólo es impugnable a través de la acción de inconstitucionalidad, como lo establece el antepenúltimo párrafo de la fracción II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

En virtud de lo expuesto en los considerandos octavo y noveno de esta resolución, procede declarar procedente y fundado el recurso de queja’.
CUARTO. El Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia  Administrativa del Primer Circuito, en sesión de uno de febrero de dos mil ocho, dictó sentencia en los amparos en revisión 15/2008 y 21/2008, respectivamente, en los que sostuvo, en su parte conducente, lo siguiente: 
R.A. 21/2008-52

(IMPROCEDENCIA)

“[…] QUINTO. Los agravios, al ser analizados en su conjunto, dada la íntima vinculación que guardan entre sí, son esencialmente fundados, conforme las siguientes consideraciones.

En efecto, la juez Tercero de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Federal, por resolución de once de diciembre de dos mil siete, ahora impugnada, desechó de plano la demanda de amparo, porque consideró que se actualizaba la causa de improcedencia prevista en el artículo 73, fracción XVIII, en relación con el 1° de la Ley de Amparo; y 35, fracción II, y 36, fracción V, de la Constitución Federal, mismos que disponen lo siguiente:

‘ARTÍCULO 73.- El juicio de amparo es improcedente:

(…)

XVIII.- En los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición de la ley.

ARTÍCULO 1o.- El juicio de amparo tiene por objeto resolver toda controversia que se suscite:

I.- Por leyes o actos de la autoridad que violen las garantías individuales;

II.- Por leyes o actos de la autoridad federal, que vulneren o restrinjan la soberanía de los Estados;

III.- Por leyes o actos de las autoridades de éstos, que invadan la esfera de la autoridad federal.

Art. 35.- Son prerrogativas del ciudadano:

(…)

II.- Poder ser votado para todos los cargos de elección popular, y nombrado para cualquier otro empleo o comisión, teniendo las calidades que establezca la ley; (…).

Art. 36.- Son obligaciones del ciudadano de la República:

(…)

V.- Desempeñar los cargos concejiles del municipio donde resida, las funciones electorales y las de jurado’.

Para arribar a esa conclusión, la citada juez de Distrito, partió de la premisa de que el acto reclamado, consistente en la exclusión del quejoso de la lista de candidatos para la integración del Consejo General del Instituto Federal Electoral, afectaba derechos políticos y que, en contra de ese tipo de derechos no procedía el juicio de amparo, lo cual apoyó en jurisprudencia que estimó obligatoria en términos del artículo 192 de la Ley de Amparo, sustentada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente a la Quinta Época, visible en el Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1995; Tomo VI, página 149, Materia Común, de rubro y texto siguientes:

‘DERECHOS POLÍTICOS. IMPROCEDENCIA. La violación de los derechos políticos no da lugar al juicio de amparo, porque no se trata de garantías individuales’.
Ahora bien, de la demanda que se atiende, se advierte que los actos reclamados en este juicio fueron el no habérsele incluido al quejoso en la lista de candidatos para la integración del Consejo General del Instituto Federal Electoral; la falta de verificación del cumplimiento de los requisitos exigidos en la convocatoria para la integración del Consejo General del Instituto Federal Electoral; la omisión de informar la forma y términos en que los candidatos cumplieron con los requisitos de la convocatoria y la omisión en la convocatoria de los objetivos fundamentales que se pretendían alcanzar con la integración del Consejo General del Instituto Federal Electoral y de las características de las personas que debían integrarlo. Actos todos que emanan de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión y en uso de una facultad discrecional y soberana otorgada por la propia Constitución Federal, pues así se desprende del artículo 41 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 74 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, mismos que, en lo que interesa, señalan:
(No se transcriben por ser innecesarios).
De los preceptos recién transcritos, se advierte que la integración del Instituto Federal Electoral se sujetará a lo que prevé y establece la propia Constitución Federal, en tanto precisa que tanto el Consejero Presidente, como los Consejeros Electorales del Instituto Federal Electoral, serán elegidos por las dos terceras partes de los miembros presentes de la Cámara de Diputados, de entre las propuestas que formen los grupos parlamentarios.
Por tanto, si lo que aquí se reclama son actos del Congreso de la Unión a través de su Cámara de Diputados, que forman parte de un proceso encaminado a la elección de Consejeros Electorales del Instituto Federal Electoral, y es éste un caso de aquellos en los que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos le confiere la facultad de resolver soberana o discrecionalmente al propio Congreso de la Unión, a diferencia de lo que consideró la juez de Distrito, en el caso, no se reclaman derechos políticos conforme a lo que se refiere el artículo 35, fracción II, y 36, fracción V, de la Norma Fundamental, antes transcritos, puesto que no se hace valer, por parte del quejoso, un derecho para poder votar o ser votado para cargos de elección popular, sino un procedimiento dirigido a obtener un nombramiento de acuerdo con las facultades exclusivas de la Cámara de Diputados. 

En ese orden, asiste razón legal al recurrente, en tanto advierte que la juzgadora de amparo incorrectamente desechó la demanda, al considerar que en el caso el quejoso estaba reclamando actos u omisiones que contravienen derechos políticos. Ello es así puesto que los actos que aquí se reclaman forman parte del ejercicio de una facultad constitucionalmente contemplada y legalmente establecida a favor de la Cámara de Diputados, misma que se realiza de manera discrecional y soberana, en virtud de que las decisiones que se tomen con fundamento en ella, son definitivas, puesto que no se exige el aval, aprobación o ratificación de otro órgano, referente a una declaración por ella formulada, relativa a la elección de funcionarios del Instituto Federal Electoral; y no así de un derecho a votar, ser votado o realizar el ejercicio de algún otro derecho que pueda calificarse como político o electoral.

Consecuentemente, procede REVOCAR la resolución recurrida y, en su lugar, salvo el caso de existir alguna otra causal de notoria improcedencia que advierta la juzgadora a quo y amerite su desechamiento, se ordena admitir la demanda de amparo”.

R. A. 15/2008.

(IMPROCEDENCIA).

“[…] QUINTO.- En los agravios primero y tercero, el recurrente manifiesta, en síntesis, que el Juez Federal aplicó indebidamente el artículo 73, fracción VIII, de la Ley de Amparo, al desechar de plano la demanda, por considerar que no procede el juicio de garantías en los casos en que el Congreso de la Unión ejerza la facultad discrecional y soberana de elegir a los funcionarios del Instituto Federal Electoral, no obstante que no  reclamó el no haber sido electo, sino la falta de fundamentación y motivación del desechamiento y/o descalificación de su solicitud al cargo de Presidente y/o Consejero Electoral del Instituto Federal Electoral.

Igualmente, en el cuarto agravio, el recurrente expresa que no es aplicable, al presente asunto, la tesis XX.1o.46 A, del Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, con la voz siguiente: ‘CONSEJEROS ELECTORALES, LA REVOCACIÓN DEL NOMBRAMIENTO DE LOS, ACTUALIZA LA HIPÓTESIS DE IMPROCEDENCIA PREVISTA EN LA FRACCIÓN VIII DEL ARTÍCULO 73 DE LA LEY DE AMPARO’, por referirse a la remoción de un consejero electoral de Chiapas, y no al desechamiento contra legem de una solicitud a ocupar, todavía en un tiempo distante, el cargo de consejero.
A juicio de este Tribunal Colegiado son inoperantes los agravios que se analizan, en razón de que no combaten los fundamentos, los motivos ni las consideraciones de la resolución recurrida.

Efectivamente, según se advierte de la resolución de fecha cinco de diciembre de dos mil seis, el Juez Federal no tuvo como acto reclamado por el quejoso su no elección en el cargo de Consejero Presidente y/o Consejero Electoral del Instituto Federal Electoral, sino el desechamiento de su solicitud para ocupar ese cargo, tal como lo solicitó el quejoso, en estricto apego a lo dispuesto en el artículo 77, fracción I, de la Ley de Amparo, que lo obligan a la fijación clara y precisa del acto o actos reclamados.

Además, el Juez de Distrito no desechó de plano la demanda de garantías por considerar únicamente que la elección en el cargo de Consejero Presidente y/o Consejero Electoral del Instituto Federal Electoral, se trate de una facultad discrecional y soberana otorgada al Congreso de la Unión en los artículos 41 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 74 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, pues resolvió, además, que por tratarse el desechamiento reclamado de un acto dictado por la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, ‘dentro del proceso’ encaminado a la elección de los Consejeros Electorales del Instituto Federal Electoral, que es uno de los supuestos en que nuestro Ordenamiento Fundamental confiere al Congreso de la Unión la facultad de resolver soberana y discrecionalmente, es también un acto soberano y discrecional de esa autoridad, emitido en el ejercicio de sus facultades.

Es el caso que, en el agravio que se analiza, el recurrente manifiesta que sí es procedente el juicio de amparo, por no actualizarse la causa de improcedencia prevista en el artículo 73, fracción VIII de la Ley de Amparo, en tanto reclamó la inconstitucionalidad del desechamiento y/o descalificación de su solicitud, y no su falta de elección, sin combatir lo resuelto por el Juzgador en cuanto a que ese desechamiento es parte del proceso encaminado a la elección de Consejeros Electorales, y que la facultad del Congreso de la Unión de resolver soberana y discrecionalmente comprende todo ese proceso, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 41 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 74 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, por lo que los fundamentos, los motivos y las consideraciones no impugnados, deben subsistir, en sus términos, para continuar rigiendo el sentido de la resolución recurrida.

Apoya la inoperancia de los agravios que no combaten, en su integridad, los fundamentos, los motivos ni las consideraciones de la resolución recurrida, la jurisprudencia número XIX.2o. J/5, del Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Noveno Circuito, que este Décimo Tercer Tribunal Colegiado comparte, publicada en la página 95, Tomo 85, Enero de 1995, de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, que es del tenor literal siguiente:

‘AGRAVIOS INOPERANTES. EN EL RECURSO DE REVISIÓN’.  (No se transcribe por ser innecesario). 

Igualmente sustenta lo resuelto la tesis del Segundo Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, que este Décimo Tercer Tribunal Colegiado comparte, publicada en la página 471, Tomo IV, Segunda Parte-1, Julio a Diciembre de mil novecientos ochenta y nueve, de la Octava Época del Semanario Judicial de la Federación, que es del tenor literal siguiente:

‘REVISIÓN, AGRAVIOS EN LA. SON INOPERANTES, SI NO ATACAN LAS RAZONES Y FUNDAMENTOS DEL FALLO’. (No se transcribe por ser innecesario).   En la parte relativa de los agravios segundo, tercero y cuarto, el recurrente manifiesta, en síntesis, lo siguiente:

a).- Que la convocatoria a los aspirantes para ocupar el cargo de Consejero Presidente y/o Consejero Electoral del Instituto Federal Electoral, carece de sustento jurídico en el Decreto por el que se establece el artículo transitorio único de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, ya que ese Decreto no aparece publicado en el Diario Oficial de la Federación de fecha catorce de noviembre de dos mil seis;
b).- Que las autoridades responsables Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, y Comisión de Gobernación de esa Cámara, violaron en su perjuicio el artículo 45 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, toda vez que el desechamiento reclamado no se emitió de manera colegiada y oficiosa, por mayoría de votos; y,

c).- Que las autoridades responsables desecharon su solicitud para ocupar el cargo de Consejero Presidente y/o consejero electoral del Instituto Federal Electoral, sin haber leído el ensayo que adjuntó a su instancia.

Son inoperantes los agravios que se analizan, toda vez que se refieren a aspectos substanciales del acto reclamado, y el desechamiento de plano de la demanda de garantías excluye el análisis de las cuestiones de fondo.

Apoya la consideración relativa a que el desechamiento de plano de la demanda de garantías impide el análisis ulterior de las cuestiones de fondo, y la consecuente inoperancia de los agravios que se hagan valer en la revisión por falta de análisis de lo alegado, la jurisprudencia número VII.1o.C. J/24, del Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito, que este Décimo Tercer Tribunal Colegiado comparte, publicada en la página 1191, tomo XXIV, octubre de 2006, de la Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, materia común, cuya voz y contenido dicen, a la letra, lo siguiente:

‘DEMANDA DE AMPARO. SU DESECHAMIENTO IMPIDE ESTUDIAR LAS CUESTIONES DE FONDO’. (No se transcribe por ser innecesario).  
Igualmente sustenta la consideración de inoperancia de los agravios que se dirigen a combatir la falta de análisis de las cuestiones de fondo, cuando el Juez de Distrito desechó de plano la demanda de amparo, la jurisprudencia número III.5o.C. J/7, del Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, que este Décimo Tercer Tribunal Colegiado comparte, materia común, publicada en la página 2386, tomo XXII, diciembre de 2005, de la Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, que es del tenor literal siguiente:
‘DEMANDA DE AMPARO. SU DESECHAMIENTO IMPIDE EL ESTUDIO DE LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, POR LO QUE SON INOPERANTES LOS AGRAVIOS QUE IMPUGNAN ESA OMISIÓN’. (No se transcribe por ser innecesario).
Toda vez que resultaron inoperantes los agravios aducidos por el recurrente, procede confirmar la resolución recurrida”. 
QUINTO. Las consideraciones que sustentan la resolución emitida por el Decimosexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver el amparo en revisión 2/2008, el veintitrés de enero de dos mil ocho, en la parte que interesa expresa lo siguiente: 

“[…] QUINTO.- Del contenido del escrito a través del cual se interpone el recurso estudiado, este Tribunal considera que el agravio del recurrente consiste en evidenciar la incorrecta determinación del juez de desechar su demanda, tratando de demostrar que los derechos políticos también pueden estar relacionados con garantías individuales, como el artículo 16, de la Constitución Federal que prevé que la autoridad debe fundar y motivar sus actos, lo que alega, no sucedió.

Únicamente en esta expresión, este Tribunal considera sustancialmente fundado el agravio formulado por el recurrente, pues por el simple hecho de reclamar violación a derechos políticos no es improcedente el amparo, ya que la excepción a la regla consiste en que además de reclamar dichos derechos éstos se relacionen con vulneración a garantías individuales.

Lo anterior de acuerdo con la jurisprudencia 218, emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Quinta Época, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte SCJN, página 148, cuyo texto es el siguiente:

‘DERECHOS POLÍTICOS ASOCIADOS CON ACTOS VIOLATORIOS DE GARANTÍAS. Aun cuando se trate de derechos políticos, si el acto que se reclama puede entrañar también la violación de garantías individuales, hecho que no se puede juzgar a priori, la demanda de amparo relativa debe admitirse y tramitarse, para establecer, en la sentencia definitiva, las proposiciones conducentes’.

La jurisprudencia anterior establece que cuando se reclame en amparo la violación de un derecho político, relacionado con vulneración a garantías individuales, el amparo será procedente.

Ahora, de los autos que integran la demanda de amparo, se advierte que el quejoso se duele de que el proceso de elección de Consejeros del Instituto Federal Electoral, carece de la debida fundamentación y motivación exigida por el artículo 16 constitucional, es decir, que el acto reclamado viola dicha garantía individual, lo que trae como consecuencia que la causal de improcedencia invocada por el juez no sea notoria y manifiesta.

Ciertamente, el único motivo por el que resultaría procedente desechar de plano la demanda de garantías, es porque se actualice alguna causa indudable y manifiesta de improcedencia, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 145 de la Ley de Amparo; sin embargo, esa potestad no es ilimitada ni depende del criterio puramente subjetivo del juzgador, sino que para ello debe analizarse si en el caso se surte alguna de las causas reguladas en el artículo 73 de la ley invocada, u otra prevista en un precepto legal relacionado con la fracción XVIII de esa norma. 

Al respecto, debe decirse que las causas de improcedencia del juicio de amparo son los motivos de inejercitabilidad del juicio. 

Por su parte, el Diccionario Enciclopédico Larousse define los vocablos indudable y manifiesto, de la siguiente manera:

‘INDUDABLE, INDUBITABLE O INDUBITADO.- Que no puede ponerse en duda por lo claro, seguro o evidente’.
‘MANIFIESTO.- Evidente, cierto’.
Teniendo en cuenta lo anterior, el requisito relativo a lo manifiesto se da cuando el motivo de improcedencia se advierte en forma patente y absolutamente clara de la lectura del libelo y de los documentos que se anexan, mientras que lo indudable resulta de que se tenga la certidumbre y plena convicción de que la causa de improcedencia de que se trate, opera en el caso concreto; de tal modo que aun cuando se admitiera la demanda y se substanciara el procedimiento, no resultara factible formarse una convicción diversa, independientemente de los elementos probatorios que eventualmente pudieran allegar las partes.

Sirve de apoyo, en lo conducente la jurisprudencia P./J. 128/2001, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIV, Octubre de 2001, página 803, que dice:

‘CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. ALCANCE DE LA EXPRESIÓN ‘MOTIVO MANIFIESTO E INDUDABLE DE IMPROCEDENCIA’ PARA EL EFECTO DEL DESECHAMIENTO DE LA DEMANDA. 
(No se transcribe por ser innecesario). 

Ahora, si en el caso, existen criterios de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en los que se establece la procedencia del juicio de amparo en los supuestos en que se reclamen violaciones a derechos políticos, siempre y cuando se relacionen con vulneración a garantías individuales, y en su demanda de amparo el quejoso aduce que en el proceso de elección se vulnera la garantía prevista en el artículo 16, de la Constitución, resulta que no es manifiesto e indudable el motivo de improcedencia.

Es decir, en el caso no se actualiza un motivo manifiesto e indudable de improcedencia si para verificar la operancia de la causal se debe comprobar, con un estudio más profundo, si las  alegaciones del quejoso en cuanto a la violación al artículo 16 constitucional, son suficientes para considerar que a través del amparo se reclaman vulneraciones a derechos políticos relacionados con garantías individuales, excepción a la regla de improcedencia del amparo.

Por tanto, no se considera que en el caso se actualice el motivo manifiesto e indudable de improcedencia que invocó la juez para desechar la demanda, procediendo revocar el acuerdo recurrido, para que la A quo, de no existir diversa causa que considere operante, admita a trámite la demanda.

Sirve de apoyo a lo anterior, la tesis  2a. LXXI/2002, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Novena Época, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XVI, Julio de 2002, página 448, que indica lo siguiente:

‘DEMANDA DE AMPARO. DE NO EXISTIR CAUSA DE IMPROCEDENCIA NOTORIA E INDUDABLE, O TENER DUDA DE SU OPERANCIA, EL JUEZ DE DISTRITO DEBE ADMITIRLA A TRÁMITE Y NO DESECHARLA DE PLANO’. (No se transcribe por ser innecesario).  
SEXTO. A continuación debe establecerse si efectivamente existe la contradicción de tesis denunciada.

Si bien la Ley de Amparo establece el procedimiento para que las Salas o, en su caso, el Pleno de este Alto Tribunal decidan qué criterio debe prevalecer con rango de jurisprudencia, respecto de tesis contradictorias, la propia ley no define cuándo se está en presencia de una contradicción de tesis; sin embargo, esta Sala considera que para ello es presupuesto indispensable que las tesis confrontadas se hayan externado en ejecutorias en las que se examinen situaciones jurídicas esencialmente iguales y se adopten criterios discrepantes, al analizar u omitir analizar los mismos elementos o al interpretar los mismos preceptos legales, ante casos concretos que se encuentren en similar situación jurídica, respecto al tema controvertido.

Apoya la conclusión anterior, el contenido de la tesis de jurisprudencia sustentada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIII, Abril de 2001, Tesis P./J. 26/2001, página 76, que expresa: 

“CONTRADICCIÓN DE TESIS DE TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. REQUISITOS PARA SU EXISTENCIA. De conformidad con lo que establecen los artículos 107, fracción XIII, primer párrafo, de la Constitución Federal y 197-A de la Ley de Amparo, cuando los Tribunales Colegiados de Circuito sustenten tesis contradictorias en los juicios de amparo de su competencia, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o la Sala que corresponda deben decidir cuál tesis ha de prevalecer. Ahora bien, se entiende que existen tesis contradictorias cuando concurren los siguientes supuestos: a) que al resolver los negocios jurídicos se examinen cuestiones jurídicas esencialmente iguales y se adopten posiciones o criterios jurídicos discrepantes; b) que la diferencia de criterios se presente en las consideraciones, razonamientos o interpretaciones jurídicas de las sentencias respectivas; y, c) que los distintos criterios provengan del examen de los mismos elementos”.

Sentado lo anterior, para decidir sobre la existencia o inexistencia de la contradicción denunciada, debe realizarse un extracto de las consideraciones fundamentales en que se apoyan los fallos sujetos a examen. 

Así, de la resolución de  queja 147/2007, de treinta y uno de enero de dos mil ocho, se desprende que el Decimoséptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito consideró fundado el agravio propuesto por la autoridad recurrente, en el sentido de que se debía desechar la demanda de garantías por notoriamente improcedente, de acuerdo con lo dispuesto en la fracción VIII del artículo 73 de la Ley de Amparo, por tratarse de un acto del Congreso Federal en elección de funcionarios dentro de sus atribuciones soberanas, por haberse reclamado en el juicio de amparo la convocatoria de la Cámara de Diputados para la Integración del Consejo General del Instituto Federal Electoral, pues del artículo 41, fracción V y Cuarto Transitorio, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que entró en vigor el catorce de noviembre de dos mil siete, se advierte que dicha convocatoria se emitió en cumplimiento de lo ordenado en la propia Carta Magna; por tanto, debe considerarse que reviste las características de acto soberano, al emitirse con absoluta y plena independencia, ya que a través de ésta se deberán elegir a quienes deberán fungir como Consejero Presidente y Consejeros Electorales del Consejo General del Instituto Federal Electoral. Además, consideró fundado el agravio propuesto por la autoridad responsable, contra la admisión a trámite de la ampliación de la demanda de garantías, en donde se tuvieron como acto reclamado y autoridades responsables a las mismas autoridades y actos destacados que se citaron en la demanda inicial, puesto  que con ésta se pretendía reclamar la reforma constitucional de donde emana la convocatoria, lo que, desde su apreciación, no es susceptible de control jurisdiccional, por ser improcedente el amparo contra la reforma de normas constitucionales, de conformidad con la jurisprudencia sustentada por el Pleno de este Alto Tribunal de rubro: “PROCEDIMIENTO DE REFORMAS Y ADICIONES A LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. NO ES SUCEPTIBLE DE CONTROL JURISDICCIONAL”.   
Por otro lado, el Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito al dictar sentencia en el amparo en revisión 21/2008 determinó, en esencia, que el quejoso no reclamó en el juicio de garantías  su derecho político a votar o ser votado para un cargo de elección popular, como indebidamente lo determinó la Juez de Distrito, al desechar la demanda de garantías, por considerar que se integraba la improcedencia prevista en el artículo 73, fracción XVIII, en relación con el 1º de la Ley de Amparo, 35, fracción II, y 36, fracción V, de la Constitución Federal, sino un procedimiento dirigido a obtener un nombramiento de acuerdo con las facultades exclusivas de la Cámara de Diputados, por tratarse de la elección de Consejeros Electorales del Instituto Federal Electoral, en donde no fue incluido, por lo que decidió revocar el desechamiento y ordenar la admisión de la demanda.    
Así mismo, el Tribunal citado en el párrafo que antecede, al resolver el amparo en revisión 15/2008 estableció que los agravios propuestos por la parte recurrente para impugnar el desechamiento emitido por el Juez de Distrito y sustentado en el artículo 73, fracción VIII, de la Ley de Amparo,  son inoperantes,  en virtud de que no combaten los fundamentos, motivos y consideraciones de la resolución recurrida, puesto que el Juez de Distrito no tuvo como acto reclamado la no elección del quejoso en el cargo de Consejero Presidente o Consejero Electoral del Instituto Federal Electoral, como lo afirma el quejoso, sino el desechamiento de su solicitud para ocupar ese cargo, tal como lo solicitó; además, resolvió que el Juez de Distrito consideró que el acto destacado se emitió dentro de un proceso encaminado a la elección de los Consejeros Electorales, por lo que queda dentro de la facultad discrecional de resolver de forma soberana, argumentación que no se controvirtió por el recurrente, por lo que definió que esas consideraciones debían subsistir rigiendo el sentido de la resolución revisada; finalmente, en cuanto al resto de los agravios adujo que también resultaban inoperantes, por combatir cuestiones de fondo en el juicio que son ajenas al desechamiento de la demanda, tales como que la convocatoria carece de sustento jurídico, que las autoridades de la Cámara de Diputados violaron en su perjuicio el artículo 45 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos y que las autoridades responsables desecharon su solicitud para ocupar el cargo de Consejero Presidente o Consejero Electoral del Instituto Federal Electoral; por tanto, se confirmó el desechamiento sustentado en el artículo 73, fracción VIII, de la Ley de Amparo.     
Por último, el Decimosexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver el amparo en revisión 2/2008, definió que era procedente revocar el desechamiento de la demanda de amparo, en razón de que tratándose de la vulneración de derechos políticos relacionados con garantías individuales como el artículo 16  de la Constitución Federal, es procedente entrar a su estudio para determinar en el fondo su violación, pues por el simple hecho de reclamar un agravio a derechos políticos no torna en improcedente el juicio, ya que la excepción a dicha regla se configura cuando se relaciona con un desacato a las garantías individuales, de acuerdo con la jurisprudencia de rubro: “DERECHOS POLÍTICOS ASOCIADOS CON ACTOS VIOLATORIOS DE GARANTÍAS”. De ahí que, al dolerse el demandante de la violación de un derecho político relacionado con garantías individuales, como el proceso de elección de Consejeros del Instituto Federal Electoral, por carecer de la debida fundamentación y motivación exigida en el artículo 16 de la Carta Magna, resulta procedente el medio de defensa, pues no es manifiesta e indudable su improcedencia, ya que es necesario examinar, al dictar sentencia, si efectivamente se encuentra o no el quejoso en la hipótesis de excepción a la regla general.     
De todo lo anterior, se advierte que no existe contradicción de criterios, toda vez que en la denuncia formulada por el Director General Interino de Asuntos Jurídicos de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, se atribuye una posición interpretativa que no han asumido los tribunales vinculados con la denuncia respectiva, por lo que no se cumple con una de las condiciones requeridas para la existencia de la contradicción de tesis, a saber: que los distintos criterios provengan del examen de los mismos elementos y que, por consiguiente, al resolver los negocios jurídicos se adopten posiciones o criterios jurídicos discrepantes.
En efecto, de la lectura de las sentencias dictadas se advierte que los tribunales examinaron distintos elementos y, por consiguiente, resolvieron distintos aspectos jurídicos. Lo anterior, en virtud de que si bien se pronunciaron en cuanto al tema de desechamiento de la demanda de garantías tratándose de aspectos relacionados con la elección de miembros del Consejo General del Instituto Federal Electoral, lo cierto es que lo analizaran a partir de diferentes aspectos jurídicos. 

Tal consideración es así, ya que en el recurso de queja 147/2007 promovido por la autoridad responsable, contra la decisión de la A quo, el Decimoséptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, determinó que era notoriamente improcedente el juicio de garantías, de acuerdo con lo dispuesto por el 73, fracción VIII, de la Ley de Amparo, por haberse reclamado como acto destacado la convocatoria de la Cámara de Diputados para la Integración del Consejo General del Instituto Federal Electoral, acto que encuadra dentro de las atribuciones soberanas de la Cámara de Diputados en elección de funcionarios, por ser parte del proceso de selección, en razón de que se emite con absoluta y plena independencia. Además, se expresó que la reforma constitucional que sustenta la referida elección es incontrovertible,  en virtud de que la Corte concluyó que son inatacables las reformas constitucionales. 
Por su parte, en la resolución emitida en el expediente 21/2008, por el Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, se especificó que el quejoso no reclamó en el juicio de garantías su derecho político a votar o ser votado para un cargo de elección popular, como lo estableció el Juez de Distrito, al desechar la demanda de garantías con apoyo en el artículo 73, fracción XVIII, en relación con el 1º, de la Ley de Amparo, así como el artículo 35, fracción II y 36, fracción V, de la Carta Magna, sino un procedimiento dirigido a obtener un nombramiento de acuerdo con las facultades exclusivas de la Cámara de Diputados, por tratarse de la elección de Consejeros Electorales del Instituto Federal Electoral, en donde no fue incluido el demandante, por lo que decidió revocar el desechamiento y ordenar la admisión de la demanda, pero sin analizar si ese acto encuadraba dentro de la notoria improcedencia del amparo prevista en el artículo 73, fracción VIII, en relación con el 145 de la Ley de Amparo, es decir, no se contrapone esta decisión con el anterior criterio, pues incluso, en su resolución, el tribunal dejó abierta la posibilidad para que la Juez de Distrito se pronunciara en cuanto a diversa causa de improcedencia, como se robustece con la siguiente transcripción: 

“Consecuentemente, procede revocar la resolución recurrida y, en su lugar, salvo el caso de existir alguna otra causal de notoria improcedencia que advierta la juzgadora A quo y amerite su desechamiento, se ordena admitir la demanda de amparo”. Aunado a ello, en la resolución que antecede, no se abordó ningún tema relacionado con la posibilidad de examinar, en el juicio de amparo, las reformas constitucionales, por lo que en ese punto no existe discrepancia.
Tampoco existe contraposición de los criterios que anteceden con la resolución dictada en el recurso de revisión 15/2008, puesto que en ésta el Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito consideró que eran inoperantes los agravios propuestos por la parte recurrente para modificar el desechamiento de la demanda de garantías, sustentada en la causa de improcedencia prevista en el artículo 73, fracción VIII, de la Ley de Amparo, ya que la parte recurrente no combatió los fundamentos, motivos y consideraciones que expresó el Juez de Distrito para desechar por notoriamente improcedente la misma, en donde se reclamó el desechamiento de su solicitud para ocupar el cargo de Consejero en el Instituto Federal Electoral, porque el A quo no tuvo como acto destacado la no elección en el cargo de Consejero Presidente y/o Consejero Electoral del Instituto Federal Electoral, como lo afirma el quejoso,  sino el desechamiento de su solicitud; además, se agregó que no se controvirtió el razonamiento del juzgador, relativo a que dicho acto se encuentra dentro del proceso de elección encaminado a la designación de Consejeros,  y los argumentos del recurrente, relativos a que la convocatoria para seleccionar a los Consejeros carece de sustento jurídico, que las autoridades responsables de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión y Comisión de Gobernación violaron en su perjuicio el artículo 45 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos y que las autoridades desecharon su solicitud para ocupar el cargo de Consejero del Instituto Federal Electoral sin haber leído el ensayo que adjunto a la instancia, también se calificaron de inoperantes por referirse a aspectos sustanciales del acto reclamado y el desechamiento de plano de la demanda excluye el análisis de las cuestiones de fondo, es decir, se corroboró la improcedencia de la demanda, sustentándose para ello en la inoperancia de los agravios; por tanto, no hubo pronunciamiento sobre los temas abordados en la primera y en la segunda resolución, ya que tampoco se pronunció en su resolución, en cuanto a si son o no impugnables las reformas constitucionales a través del juicio de amparo. 

Por último, no existe disparidad de criterios entre los citados con antelación y lo sustentado por el Decimosexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver el amparo en revisión 2/2008, puesto que en su fallo, revocó el desechamiento de la demanda de amparo, por considerar que la vulneración de  derechos políticos relacionados con garantías individuales como el artículo 16  de la Constitución Federal, debe definirse en el estudio de fondo en el juicio, es decir, no abordó la improcedencia del juicio de garantías sustentada en el artículo 73, fracción VIII, de Ley de Amparo, como se hizo en la resolución sostenida en la queja 147/2007, sino que estudio la notoria improcedencia que sustentó la Juez de Distrito apoyada en el artículo 73, fracción XVIII, de la Ley de Amparo, en relación con el artículo 103, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 1º, fracción I, de la Ley de Amparo, como se robustece con la propia transcripción de la misma, realizada con antelación y adminiculada con la sentencia de la A quo, quien sustentó su desechamiento en dichos preceptos, como se robustece con el siguiente extracto:  
“En ese sentido, como ya se dijo, deviene improcedente la demanda de amparo que nos ocupa en términos del artículo 73, fracción XVIII, de la Ley de Amparo, en relación con los artículos  103 fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 1º, fracción I, de la Ley de Amparo, en atención a que el juicio de amparo tiene como fin el proteger las garantías individuales de los gobernados contra actos de autoridad que las vulneren y no así derechos políticos”.
En consecuencia, se concluye que los Tribunales Colegiados resolvieron con base en ordenamientos totalmente diferentes, como se robustece con la siguiente síntesis:

1. En la queja 147/2007, se determinó que era notoriamente improcedente el juicio de garantías, de acuerdo con lo dispuesto por el 73, fracción VIII, de la Ley de Amparo, tratándose de la elección de Consejeros del Instituto Federal Electoral y de actos relacionados con el proceso, por ser una facultad discrecional y soberana de la Cámara de Diputados y porque son incontrovertibles en amparo las reformas constitucionales.

2. En la revisión en amparo 21/2008, se especificó que el quejoso no reclamó en el juicio de garantías su derecho político a votar o ser votado para un cargo de elección popular, por lo que el desechamiento sustentado en el artículo 73, fracción XVIII, en relación con el 1º, de la Ley de Amparo, así como el artículo 35, fracción II y 36, fracción V, de la Carta Magna, debía revocarse, sin estudiar la improcedencia prevista en el artículo 73, fracción VIII, de la Ley de Amparo y sin entrar al examen de procedencia del amparo tratándose de reformas constitucionales.
3. En el recurso de revisión 15/2008, se consideró que eran inoperantes los agravios propuestos por la parte recurrente para modificar el desechamiento de la demanda de garantías, sustentada en la causa de improcedencia prevista en el artículo 73, fracción VIII, de la Ley de Amparo y no se examinó ningún tema relacionado con reformas constitucionales.

4. En la revisión 2/2008, se revocó el desechamiento de la demanda de amparo, por considerar que la vulneración de derechos políticos relacionados con garantías individuales como el artículo 16  de la Constitución Federal, debe definirse en el estudio de fondo en el juicio, es decir, no abordó la improcedencia del juicio de garantías sustentada en el artículo 73, fracción VIII, de Ley de Amparo, sino en términos del artículo 73, fracción XVIII, de la Ley de Amparo, en relación con los artículos  103 fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 1º, fracción I, de la misma norma.
Por tanto, se concluye que no existe la contradicción de tesis denunciada entre los tribunales referidos con antelación, pues los distintos criterios no provinieron del examen de los mismos elementos, ni, por consiguiente, se examinaron cuestiones jurídicas esencialmente iguales.

Finalmente, no obstante que el plazo de treinta días otorgado al Procurador General de la República, para que exponga su parecer en la presente denuncia de contradicción de tesis, está corriendo, resulta ocioso e impráctico esperar, como mero formalismo, a que concluya para emitir la resolución correspondiente, en tanto que cualquiera que fuera la opinión de la representación social, no tendría el alcance de cambiar el sentido de esta resolución, conforme lo ha sustentado la Sala en la jurisprudencia 2a./J. 110/2002, que es del tenor siguiente:

“CONTRADICCIÓN DE TESIS. SI ES EVIDENTE SU INEXISTENCIA, PUEDE EMITIRSE LA RESOLUCIÓN CORRESPONDIENTE SIN ESPERAR A QUE VENZA EL PLAZO ESTABLECIDO PARA QUE EL PROCURADOR GENERAL DE LA REPÚBLICA FORMULE SU OPINIÓN. El artículo 197-A de la Ley de Amparo concede al Procurador General de la República el plazo de treinta días para que exponga su parecer respecto de una denuncia de contradicción de tesis; sin embargo, en aquellos casos en que se advierta, de modo indudable, que no existe dicha oposición de criterios, resulta ocioso e impráctico esperar, como mero formalismo, a que concluya ese plazo para emitir la resolución correspondiente, en tanto que cualquiera que fuera la opinión de la representación social, no tendría el alcance de cambiar el sentido en que debe resolverse el asunto.” (Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XVI, Octubre de 2002. Página: 200).

Por lo expuesto, y con fundamento en los artículos 197-A de la Ley de Amparo, y 21, fracción VIII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, se resuelve: 

ÚNICO. No existe contradicción entre los criterios sustentados por los Tribunales Colegiados relacionados con la presente. 
Así lo resolvió la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por unanimidad de cinco votos de los señores Ministros: Mariano Azuela Güitrón, Genaro David Góngora Pimentel, Sergio Salvador Aguirre Anguiano, Margarita Beatriz Luna Ramos y Presidente José Fernando Franco González Salas. 

Firman el Ministro Presidente y el Ministro Ponente, con el Secretario de Acuerdos de la Segunda Sala que autoriza y da fe.

PRESIDENTE
_____________________
MINISTRO JOSÉ FERNANDO FRANCO GONZÁLEZ SALAS
PONENTE
 ___________________
MINISTRO MARIANO AZUELA GÜITRÓN
EL SECRETARIO DE ACUERDOS

__________________
LIC. MARIO EDUARDO PLATA ÁLVAREZ.
Esta hoja forma parte de la contradicción de tesis 96/2008-SS, fallada el día tres de septiembre de dos mil ocho, en el sentido siguiente: “ÚNICO. No existe contradicción entre los criterios sustentados por los Tribunales Colegiados relacionados con la presente”.- Conste. 
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